
PROYECTO DE DECLARACIÓN

La Honorable Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires

DECLARA
Que vería con agrado que desde el Poder Ejecutivo Provincial, a través de los organismos correspondientes, Ministerio de Salud y áreas dependientes, se habilite la posibilidad de analizar el paulatino cierre de institutos neuropsiquiátricos en el ámbito provincia de Buenos Aires, tendiendo a la búsqueda de alternativas superadoras de la mencionada atención médica y clínica, como las consideradas por la Organización Panamericana de la Salud (OPS).

FUNDAMENTOS

Acorde a los avances en las áreas de salud y educación que pretenden dar respuesta a la necesidad de generar escuelas capaces de albergar a TODOS los niños con diversos programas inclusivos, es importante adecuar a la salud pública atendiendo consideraciones similares.
Existen importantes estudios a nivel internacional que aconsejan la lisa y llana eliminación del hospital psiquiátrico, erradicándolos de manera paulatina. Asimismo existe la indicación de que los correspondientes tratamientos deben hacerse en hospitales generales o servicios comunitarios y proponen incorporar en este proceso de reforma a las propias personas con discapacidad mental.

La erradicación de los manicomios ha dejado de ser tema de debate para constituirse en un mandato trasmitido por la Organización Panamericana de la Salud (OPS), sobre la base de los pactos internacionales de derechos humanos. Así lo explica Javier Vásquez, especialista de la OPS, al señalar como “un problema central en América latina la pérdida de la libertad personal que conllevan las internaciones psiquiátricas”. A partir de criterios establecidos por la Asamblea General de las Naciones Unidas, la OPS requiere: el traslado de la atención en salud mental desde el hospital psiquiátrico a los hospitales generales; la supresión o reducción al mínimo de la internación, reemplazada por la atención ambulatoria y, eventualmente, la residencia en casas comunitarias; para los que ya están internados, revisión de cada “privación de la libertad” por comisiones independientes. Sobre esas bases debiera promoverse el despoblamiento progresivo de las instituciones psiquiátricas, hasta su desaparición –destaca Vásquez, nacido en España, quien, en Buenos Aires, intervino en el Taller sobre Salud Mental y Derechos Humanos, con ministros de la Corte Suprema de la Nación–. Los protagonistas principales de este proceso deben ser “las propias personas con discapacidad mental: ¿quién podrá defender sus derechos mejor que ellos mismos?”.

El mismo investigador indica que “Las internaciones psiquiátricas conllevan la pérdida de la libertad personal. El derecho a esa libertad debe protegerse por imperio del artículo 7 de la Convención Americana de los Derechos Humanos. En el caso de que una persona debiera ser internada, los Principios de Salud Mental aprobados por la Asamblea General de las Naciones Unidas exigen que esa pérdida de libertad sea revisada, en cada caso y lo antes posible, por un organismo totalmente independiente de la dirección del hospital que internó a la persona. Dicho organismo debiera estar integrado por un trabajador social, un abogado especialista en salud mental y en derechos humanos, un miembro de la comunidad que tenga conocimiento de la problemática de la salud mental; en fin, la composición de este organismo de revisión no es estricta, lo importante es que sea multidisciplinario para que no sean sólo psiquiatras o sólo jueces los que toman las decisiones”.

Para que sea compatible con los estándares internacionales en derechos humanos, la atención en salud mental se organiza sobre la base de unidades descentralizadas, no ya en hospitales psiquiátricos sino en hospitales generales. En los hospitales debe haber servicios de salud mental, con camas, por si el paciente necesita pasar alguna noche. También debe haber atención de salud mental en las salas barriales de atención primaria. Y, para las personas con discapacidad mental que necesiten residencia, hay que proveer servicios comunitarios como hogares sustitutos y casas de medio camino. Pero es inútil inaugurar este tipo de residencias si no forman parte de esa red que incluye al hospital general y el centro de atención primaria; de otro modo, la atención termina siendo absorbida por el hospital psiquiátrico.

La OPS y la OMS entienden que los hospitales psiquiátricos deben ser eliminados progresivamente, en la medida en que el Estado vaya creando alternativas de atención en hospitales generales y servicios comunitarios. Pero no deben ser suprimidos mientras no se cuente con esas modalidades; eliminarlos prematuramente sería desastroso. Ciertamente, junto con la instauración de las nuevas modalidades, los ingresos en los hospitales psiquiátricos deben reducirse y aumentar los egresos, de modo que se vaya reduciendo la cantidad de personas alojadas.

“Se requiere entonces una reforma del área de Salud mental y un trabajo interdisciplinario coordinado que pueda dar basamento a lo expresado precedentemente. Es necesaria esta reforma para que la persona con discapacidad mental no sea discriminada en su derecho a trabajar, educarse, votar, formar familia, expresarse libremente, informarse y todo lo que concierne a todos los derechos reconocidos”.

Por todo lo expuesto solicito el acompañamiento al presente proyecto.
